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	Ofício 003/2022                                                        Brasília, 04 de julho de 2022.


Ao 
Comitê dos Direitos das Pessoas com Deficiência das Nações Unidas




Assunto: Sugestões ao texto do projeto de diretrizes para desinstitucionalização 



[bookmark: _GoBack]La Red Brasileña de Inclusión de la Persona con Discapacidad (Rede-In) está integrada por 18 organizaciones de la sociedad civil que actúan en favor de la defensa y garantía de los derechos de las personas con discapacidad, amparada en la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
Con relación a las directrices analizadas por los miembros de Rede In, nos gustaría destacar lo que sigue:

Entre los puntos 5 y 6 sugerimos la inclusión de: “Debe considerarse las desigualdades socioeconómicas y, sobre todo, las disparidades decurrentes del racismo estructural, en cada país para que las acciones de desinstitucionalización converjan con políticas macroeconómicas en favor de mayor equidad. El esfuerzo para eliminar el legado de los abrigos institucionales, en los países de mediano y bajo ingreso, coincide con la falta de acceso a los servicios básicos, representando una carga emocional prácticamente insostenible para madres solteras, negras y sin empleo y, por ende, deben de tener oportunidades equiparadas.”
“Los Estados Parte deben reforzar que las políticas públicas sectoriales existentes (educación, salud, entre otras) incluyan medidas que contribuyan específicamente para las personas con discapacidad – la discapacidad en todas las políticas”
En el punto 6, agregar al último párrafo "Las terapias por trabajos forzados que imponen una religiosidad de manera compulsoria también son violación de derechos."
 En el punto 12, sugerimos que la redacción sea: "La institucionalización nunca puede ser considerada como una forma de protección de las personas con discapacidad... Los niños y las niñas con discapacidad, como todos, tienen derecho a la vida familiar, bien como vivir y crecer con una familia en la comunidad."
En el punto 20, incluir la frase “… Los Estados Parte deben brindar acceso a múltiples opciones, siempre accesibles, a quienes abandonan las instituciones…”
En el punto 21, incluir “Los programas de soporte centrados en las personas deben contar con metodología que permita y facilite el monitoreo y evaluación de la evolución y aumento del nivel de integración en la comunidad y de la autonomía de las personas que reciben el apoyo.” 
En el punto 23, incluir “bien como ser basados en metodología para que sean evaluados” 
En el punto 27, sugerimos que la redacción sea: "Los Estados Parte deben dejar de utilizar fondos públicos para la institucionalización de personas con discapacidad y deben garantizar de inmediato inversiones de fondos públicos de conformidad con la Convención.
Entre los puntos 29 y 30, sugerimos incluir un nuevo como sigue: “Los Estados Parte deben encontrar alternativas de financiamiento, con el apoyo de los órganos específicos de la Organización de las Naciones Unidas, junto a los Bancos de Fomento y Desarrollo, locales o multilaterales, mediante la sumisión de planes y programas de desinstitucionalización en consonancia con el artículo 19 de la Convención.”
En el punto 30, incluir: "...Dichos paquetes deben brindar residencia inclusiva en la comunidad, seguridad básica, apoyo y confianza…"
En el punto 32, incluir: "...“Servicios residenciales” significa apoyos y servicios basados en la comunidad, incluyendo aquellos ofrecidos en su propia casa, destinados a garantizar la igualdad y la no discriminación…"
Entre los puntos 36 y 37 sugerimos que se introduzca la siguiente redacción: “Los Estados Parte deben de estar atentos para que la desinstitucionalización no implique en la transferencia de responsabilidad exclusivamente para las familias, tendencia ya observada en la mayoría de los países de bajo y mediano ingreso que no cuentan con políticas públicas específicas para las personas con discapacidad.”
En el punto 39 sugerimos incluir un trecho sobre orígenes étnicos/raciales: La discriminación por motivos de discapacidad puede ocurrir ya sea que las personas estén o no institucionalizadas explícitamente por motivos de discapacidad. La discriminación múltiple y la discriminación de jure o de facto también pueden ocurrir en la comunidad debido a la falta de servicios de apoyo, lo que puede llevar a las personas con discapacidad a las instituciones. Por ejemplo, el estigma contra los padres solteros, los trabajadores sexuales, la imposición de diagnósticos psiquiátricos y la denegación de los derechos de los padres pueden conducir a la institucionalización de un padre y/o un niño con discapacidad.
Las personas con discapacidad cuando consideradas a partir de sus orígenes étnicos/raciales enfrentan de un lado al capacitismo y de otro, el racismo. Viven múltiples formas de exclusión y discriminación resultantes de diversas esferas de vulnerabilidad a que están expuestas. 
Al incorporar el ambiente carcelario al contexto de institucionalización, se observa que el origen étnico/racial de las personas con discapacidad encarceladas o enviadas a asilos judiciales, tiene influencia en la forma como son tratadas, especialmente las personas con discapacidad intelectual o psicosocial.
Así, desde una perspectiva interseccional, las directrices y caminos en torno a la desinstitucionalización deben estar atentos y considerar de forma amplia la diversidad humana.
Entre los puntos 43 y 44 sugerimos que se introduzca: “Los Estados Parte deben dedicar especial atención para frecuencia de la disolución de matrimonios cuando nace un hijo con discapacidad, recayendo sobre las madres la necesidad no solo de cuidar al hijo, sino también de la supervivencia. Esas situaciones llevan al apoyo de las madres a las intuiciones como único recurso, que es lo contrario preconizado en el artículo 19. El riesgo de la ausencia de medidas que contemplen la priorización del apoyo a estas madres hace que los esfuerzos de desinstitucionalización no cuenten con la propia población objetivo.”
En el punto 47 agregar en la frase “…Se debe brindar apoyo, adaptaciones y medidas de accesibilidad de comunicación para garantizar que los niños, niñas y adolescentes con discapacidad puedan expresar su voluntad y preferencias y participar en asuntos de elección personal y en la formulación de políticas públicas que los afecten.
En el punto 49 sugerimos agregar la palabra: “… Los sistemas educativos deben ser inclusivos y accesibles…”
Sugerimos incluir nueva sesión para las Personas Mayores con Discapacidad:
· Existe diversidad y complejidad en la oferta de cuidados relacionados con el proceso de envejecimiento de personas con discapacidad que deben ser considerados en las discusiones sobre desinstitucionalización.
· Personas mayores con discapacidad, especialmente con discapacidad intelectual, tienen agregado a las especificidades de discapacidad, el impacto de las comorbilidades y déficits funcionales derivados del proceso de envejecimiento.
· Para personas con Síndrome de Down, por ejemplo, este envejecimiento suele ser atípico y precoz, y puede ocurrir en la tercera o cuarta década de la vida, implicando la necesidad de cuidados específicos y modificaciones en el estilo de vida de su núcleo familiar. En este contexto, por veces están más expuestas a situaciones de violencia y violaciones de sus derechos.[1]
· La desinstitucionalización de personas mayores tiene una interfaz estrecha con el tema de la capacidad jurídica. Las personas mayores con discapacidad deben tener el derecho de decidir cómo y dónde quieren vivir, cómo quieren hacer frente a sus problemas de salud, utilizar los frutos del trabajo realizado a lo largo de su vida o las prestaciones de asistencia social a las que acceden o tienen derecho.
· Al elaborar lineamientos para la desinstitucionalización, los Estados Parte deben crear mecanismos para evitar que las preferencias de las personas mayores con discapacidad sean reemplazadas por las de sus familiares y cuidadores, o que sus recursos sean apropiados por terceros, por considerar que no tienen capacidad para manejarlos.
· La capacidad jurídica de las personas mayores con discapacidad debe ser siempre respetada, su voluntad nunca sustituida y toda construcción de lineamientos y política pública dirigida a esta población debe contar efectivamente con su participación, de modo que sus intereses y derechos sean siempre respetados.
En el punto 52, que trata de la creación de un entorno jurídico propicio, sugerimos incluir junto con los demás derechos fundamentales indicados, el derecho a (v) el derecho a la prevención contra la explotación, la violencia y el abuso.
En el punto 54, agregar la palabra “de comunicación” en “…Las barreras ambientales, de actitud, de comunicación, legales y de procedimiento para el acceso a la justicia...” bien como incluir “…Deben estar disponibles adaptaciones o ajustes de procedimiento, como, por ejemplo, materiales de Lectura Fácil y lenguaje sencillo y la figura de los intermediarios o facilitadores.
Aún en el punto 54, agregar que los Estados Parte deben garantizar el derecho de las personas con discapacidad a prestar testimonio y presentarse como testigos, y a ingresar judicialmente para defensa de sus derechos, aunque se encuentren en situación de curatela, [17]y garantizar que las personas internadas en instituciones tengan el derecho efectivo de llamar a la policía y presentar cargos penales mientras se encuentren dentro de una institución.[18]
En el punto 57, sustituir el texto por: Los Estados Parte deberían reconocer por ley que la institucionalización por motivos de discapacidad, incluso por motivos de salud mental, por separado o en combinación con otros motivos, equivale a una forma prohibida de discriminación.
En el punto 62, incluir: “…Los servicios comunitarios existentes deben analizarse para identificar las ubicaciones y si son adecuados, están disponibles y son accesibles, tanto físicamente como en la comunicación, para las personas con discapacidad.”
En el punto 82, incluir que los profesionales sean capacitados para el uso de herramientas de accesibilidad, y que los servicios ofrecidos igualmente cuenten con los recursos de accesibilidad físicos y de comunicación.
Incluir nuevos puntos a partir del 83 conteniendo las argumentaciones que siguen:
“Los Estados Parte deben proponer medidas para que la industria utilice siempre el diseño universal bien como los recursos de accesibilidad para la comunicación para sus usuarios.”
“La accesibilidad debe ser simple y de fácil comprensión para todos, para cualquier tipo de discapacidad. Las principales barreras de acceso a los diferentes grupos de usuarios deben ser presentadas y las fuentes de consulta deben ser listadas de forma simple en cada nuevo sistema para que sea de fácil percepción, interacción y navegación.” 
En el punto 88 agregar: “…incluido el derecho a la privacidad, la movilidad personal, la accesibilidad, el derecho de comunicarse y de ser comunicado, la atención de la salud, la familia, el empleo, un nivel de vida adecuado, la educación inclusiva, la participación política, la vivienda, la protección social, la participación en actividades culturales y la vida comunitaria, el ocio y la recreación...” 
En el punto 96 agregar: “…Las autoridades y el personal responsable del funcionamiento de las instituciones, el personal de justicia y aplicación de la ley, deben recibir capacitación sobre el derecho de las personas con discapacidad a vivir en la comunidad y sobre comunicación accesible, y evitar la posibilidad de vigilancia administrativa o legal de las personas que salen de las instituciones después de su salida. 
En el punto 98 agregar: “…a través de sus organizaciones representativas, fortaleciendo la capacidad de las familias, los barrios y las comunidades sobre el valor y la práctica de la inclusión. Los Estados Parte deben, también, promover y apoyar la capacitación de las organizaciones de la sociedad civil sobre los procesos de desinstitucionalización de manera que puedan colaborar con la sensibilización sobre el tema, bien como, con la denuncia junto a los órganos nacionales e internacionales ligados a los derechos humanos.” 
En el punto 99, agregar que los transportes sean accesibles. 
En el punto 100 agregar: “…la provisión de información y de comunicación plenamente accesibles como Lectura Fácil y servicios de apoyo…” 
En el punto 105, sugerimos agregar en la frase “…Se necesitan esfuerzos específicos para garantizar la inclusión en la evacuación, la ayuda humanitaria y la recuperación, siempre teniendo en cuenta la plena accesibilidad en situaciones de riesgo y emergencia.”
En el punto 126 agregar: “Los Estados Parte deben garantizar el acceso a los datos, en los diversos formatos accesibles, recopilados sobre la desinstitucionalización por parte de la sociedad civil, los investigadores y los encargados de formular políticas, incluso durante las emergencias.
Estas son nuestras contribuciones. Esperamos que sean de utilidad y que permitan enriquecer el diálogo y el debate.
Saludos cordiales,

Rede Brasileira de Inclusão da Pessoa com Deficiência*


* Compõem a Rede-In: Instituto JNG - Moradias para a Vida Independente; Instituto Jô Clemente – IJC; Escola de Gente - Comunicação em Inclusão; Visibilidade Cegos Brasil; Federação Brasileira das Associações de Síndrome de Down – FBASD; Associação Brasileira por Ação pelos Direitos das Pessoas com Autismo – ABRAÇA; Associação Nacional de Membros(as) do Ministério Público em Defesa das Pessoas com Deficiência e Idosos – AMPID; Rede Brasileira do Movimento de Vida Independente – Rede MVI; Associação de Pais, Amigos e Pessoas com Deficiência, de Funcionários do Banco do Brasil e da Comunidade – APABB; Coletivo Brasileiro de Pesquisadores e Pesquisadoras dos Estudos da Deficiência – MANGATA; Mais Diferenças – Educação e Cultura Inclusivas; Associação Nacional de Emprego Apoiado – ANEA; Coletivo Feminista Helen Keller; Instituto Rodrigo Mendes; Associação Amigos Metroviários dos Excepcionais - AME-SP;  Amankay Instituto de Estudos e Pesquisas e Izabel Maior. 
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